
Durante los últimos diez años en la Argentina hemos transitado un camino de democratización inmenso. Frente a la “deuda interna”, herencia de la última dictadura cívico militar y del neoliberalismo salvaje, hemos logrado la ampliación de derechos inusitada de esta “década ganada”, aunque ello no fue simple: ningún derecho se regala, nadie entrega sus privilegios sin reacción.

Pero aún peleamos varias batallas que debemos ganar: la lucha contra la violencia institucional, es una de ellas.
Esta década ha demostrado que los reclamos sociales se les debe responder con más política y con inclusión, y no con represión. 
Sin embargo, persisten las graves violaciones a los derechos humanos ocasionadas por el accionar violento de las fuerzas de seguridad: hostigamientos, detenciones arbitrarias, reclutamientos para el delito, armado de causas, torturas, desalojos violentos, represión a la protesta, fusilamientos, “gatillo fácil”… 
Los momentos actuales nos muestran las dificultades que la democracia todavía tiene para entrar de lleno y apropiarse de las instituciones de seguridad y de Justicia. La lucha de familiares y militantes ha mostrado que denunciar a la policía ya no es imposible, pero convive con hechos cotidianos de impunidad y complicidad con la violencia y la ilegalidad policial.  Construyendo la mentira de que los de “gorra” tiene más derechos que los de “gorrita”.
El enorme número de víctimas se nutre de un mismo sector: jóvenes pobres y trabajadores de nuestros barrios más humildes. 

Y en eso, hay muchas responsabilidades, pero principalmente de los medios monopólicos de comunicación que en forma constante fortalecen la “teoría del etiquetamiento” legitimando la discriminación en que se basa la selectividad del sistema penal, como un instrumento de control social.
También, lo es de la Justicia. Generaciones de jueces que pensaban que el poder judicial era propiedad de las corporaciones, convirtieron a la “Justicia” en un bien privado, distanciándola del Pueblo y la volvieron contra él apañando los peores crímenes y la mayor entrega del patrimonio nacional. Es incompatible con la idea de democracia que existan sectores de nuestra sociedad que no tengan acceso a la justicia y es el deber de ese Poder del Estado acercarse hacia aquellos que hoy la necesitan.
Es hora de que se deje de escuchar tanto a las "divas" y a los "falsos ingenieros" que desde los micrófonos de los medios monopólicos de comunicación reclamaron por mucho tiempo mano dura y balas. Se va escuchando de a poco, la voz solitaria pero persistente de aquellas madres, novias, esposas, hijas y hermanas de todos los pibes presos sin condena en una cárcel, que hacen cola en el penal desde las 5 de la mañana y se bancan todas, para poder ver por unos minutos, la cara del que está adentro, sólo para saber que está bien y que está vivo, porque saben que adentro reina la impunidad y la falta de control. También de los familiares que recorren juzgados, fiscalías, morgues policiales, para lograr justicia por su hijo fusilado por la policía, llevando como una cruz la sentencia mediática: “algo habrá hecho”. 
Ellos, y principalmente sus madres, heroínas anónimas y cotidianas, son las que luchan por realizar la justicia en un lugar donde no llega. Es hora de que los jueces, los fiscales y defensores, estén a la altura del desafío que les pone la Historia.
El desafio de una democracia sin violencia institucional necesita de los familiares y las organizaciones, de los funcionarios, jueces y fiscales que creen que una Justicia democrática es posible, de fortalecer un Estado que castiga a los responsables de violar los derechos de aquellos a quienes deben cuidar.
Convocamos a todos y todas, a debatir en cada barrio, en cada escuela, en cada fábrica, la Seguridad Democrática y popular, pensándola como la garantía del ejercicio efectivo de nuestros Derechos.

Hoy nuevamente el Pueblo empuja la Historia. 200 años atrás, los patriotas de mayo que se jugaron la vida por la libertad, forjaron un fuerte compromiso contra la esclavitud y la tortura. Todos y todas aquí reunidos, somos protagonistas de una etapa refundacional de nuestra Patria. 
Por todo esto decimos:

“BASTA DE VIOLENCIA INSTITUCIONAL

POR UNA SEGURIDAD DEMOCRÁTICA Y POPULAR
POR UNA JUSTICIA DEMOCRÁTICA 
 NI UN PIBE MENOS”

